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Corte Constitucional
	 
          

           COMUNICADO No. 36
           Septiembre 3 de 2014


Las normas legales que crean un ente u órgano público deben definir sus funciones de manera clara y suficiente conforme al principio de legalidad. en caso contrario, y si es el propio legislador el llamado a ejercer las funciones no definidas, ello puede implicar infracción a la Prohibición de inmiscuirse por medio de leyes en asuntos de competencia privativa de otras autoridades 
	      I.  EXPEDIENTE D-10.080               SENTENCIA C-630/14  
          M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado



1.
Norma acusada
     LEY 1642 de 2013
(Julio 12)

         Mediante la cual se reviste al Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias 

en aplicación del numeral 10 del artículo 150 de la Constitución Política.
“Artículo  2º Créase una comisión de seguimiento al uso de las facultades conferidas en esta Ley, integrada por dos (2) Representantes y dos Senadores de las Comisiones Primeras Constitucionales del Congreso de la República, designados por las Mesas Directivas de las mismas.”
2. 
Decisión
Declarar INEXEQUIBLE el artículo 2º de la Ley 1642 de 2013 Mediante la cual se reviste al Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias en aplicación del numeral 10 del artículo 150 de la Constitución Política.
3. 
Síntesis de los fundamentos 

La Corte se pronunció acerca de si la Comisión de Seguimiento al uso de las facultades extraordinarias otorgadas al Presidente de la República para modificar la estructura de la Defensoría del Pueblo, establecida por la norma demandada: i) implicaba infracción del numeral 1º del artículo 136 superior, que prohíbe al Congreso y a cada una de sus cámaras inmiscuirse, por medio de resoluciones o de leyes, en asuntos de competencia privativa de otras autoridades; ii) resultaba contraria a la Constitución en razón a la indeterminación de las funciones que ella debe cumplir.

A este respecto la Corte encontró que, en efecto, la norma demandada adolecía de un alto grado de indeterminación, por cuanto, además de no contener ninguna referencia al alcance de las facultades de la comisión que por ella se crea, el término seguimiento puede dar lugar a gran cantidad de diversos entendimientos, varios de los cuales ciertamente tendrían connotaciones de interferencia a la función del órgano o autoridad que es objeto de aquel. Esta circunstancia haría claramente posible que en este caso, so pretexto de adelantar tareas de seguimiento, el Congreso de la República pudiera extralimitarse en sus funciones, o inmiscuirse en aquellas propias del Presidente de la República, o de la Defensoría del Pueblo, órgano que por mandato constitucional es autónomo e independiente, que es la entidad para cuya reestructuración se concedieron estas facultades extraordinarias

De otra parte, la Corte concluyó que el silencio del legislador en torno a este tema infringió también el principio de legalidad establecido en los artículos 6º, 121 y 122 de la Constitución Política, en lo relativo a la determinación de las funciones que se atribuyen a los órganos, autoridades y servidores públicos, que en virtud de tales mandatos ha de ser suficientemente clara y precisa.

4.

Salvamentos y aclaraciones de voto 

El Magistrado Mauricio González Cuervo se apartó de esta decisión al considerar que  pese al silencio del legislador en la norma acusada, resultaba posible entender qué tipo de tareas se encontrarían comprendidas dentro del concepto de seguimiento, que constituía la actividad u ocupación a cargo de esta comisión, y que ninguna de ellas implicaba intromisión o en las tareas propias de otra autoridad, ni infracción al principio de legalidad contenido en la Constitución Política.

Por su parte la Magistrada María Victoria Calle Correa se reservó la presentación de una aclaración de voto respecto de algunos de los fundamentos de esta decisión. 
